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ASUNTO
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por la EPS-S ASMETSALUD, entidad accionada dentro del presente asunto, contra el fallo del 13 de mayo de 2016, mediante el cual el Juzgado Promiscuo del Circuito de Quinchía-Risaralda, tuteló el derecho fundamental a la salud de la señora SORLA NIA ENID LADINO MORALES.
ANTECEDENTES

Comunica la libelista que desde hace más de un año viene padeciendo problemas de salud a raíz de su enfermedad diagnosticada como “trastornos de la glándula hipófisis”, razón por la cual presenta una serie de síntomas tanto físicos como psicológicos, por eso tanto el endocrinólogo como el neurocirujano le han manifestado que esas situaciones obedecen a cambios hormonales, en razón de ello la remitieron para ser atendida por psiquiatría y le ordenaron los medicamentos levotiroxina, carbonato de calcio, prenhisolana, estrógenos, demopresina o minitrin y somotropina; frente a los dos últimos la EPSS le informó que se encontraban excluidos del POS, lo que ha implicado que los mismos no le sean suministrados de manera oportuna y con la diligencia necesaria para evitar descompensaciones en su estado de salud.
Afirma que al acercarse a la EPSS para solicitar la entrega oportuna de sus medicamentos le informan que el problema es de la entidad encargada de hacer la entrega de los mismos, que por tanto ellos no tienen la culpa y que debe esperar, situación que la ha llevado a tener que asumir a su cargo, la compra de algunos de esos medicamentos, los que su situación económica le permite, a fin de no verse tan afectada por los síntomas que le ocasionan su patología, los cuales pueden llegar a poner en peligro su integridad física. 
Por lo anterior, solicita se le ordene a la EPSS ASMETSALUD autorizarle y garantizarle la efectiva entrega de los medicamentos formulados por los especialistas tratantes en la cantidad y con la periodicidad dispuestas por ellos; igualmente brindarle el tratamiento integral para su patología. 
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA

El Juzgado Promiscuo del Circuito de Quinchía-Risaralda, mediante auto del 29 de abril de 2016 admitió la acción, vinculó a la Secretaría de Salud Departamental y ordenó darle traslado del escrito de la demanda a las entidades accionadas para que dentro del tiempo legalmente establecido se pronunciaran sobre los hechos relatados en el libelo. Así las cosas, después de haber apreciado las respuestas dadas por las entidades encartadas y lo contestado por la accionante en declaración en ese Despacho, mediante fallo del 13 de mayo de 2016, el Despacho de conocimiento tutelo el derecho fundamental a la salud de la señora Ladino Morales y en consecuencia le ordenó a Asmetsalud EPSS suministrar en el lugar de residencia de la actora, dentro de las 48 horas siguientes a la notificación de la decisión, los medicamentos ordenados por los galenos tratantes; además de autorizar y entregarle la desmopresina o minitrin y la somotropina, a pesar de sus dichos en cuanto a que se encuentran excluidos del Pos. Adicionalmente, le ordenó brindarle el tratamiento integral para la atención de la patología que dio origen a la interposición de la tutela. 
FUNDAMENTO DE LA IMPUGNACIÓN
ASMETSALUD EPSS presentó escrito mostrando su inconformidad con la decisión adoptada por el Juez A-quo toda vez que le ordenó brindarle a la actora a parte de los medicamentos reclamados, los cuales debe ser suministrados por la Secretaría de Salud Departamental de acuerdo a sus obligaciones, todo aquello pos y no pos que requiera para el tratamiento de su patología, sin facultar a la entidad a recobrar ante el ente territorial o al Fosyga por esos servicios y prestaciones que deberá suministrar y se encuentran por fuera del plan obligatorio de salud. Por ello solicita se revoque de manera total el fallo impugnado y se le ordene a la Secretaría Departamental de Salud expedir las órdenes de apoyo de acuerdo con la dispuesto por el médico tratante de la usuaria para el manejo de la patología que presenta; de no accederse a lo anterior, pide se autorice a Asmetsalud recobrar ante el Fosyga o el ente territorial por todo aquello no pos que deba brindarle a la accionante. 
CONSIDERACIONES DE LA SALA

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1 del Decreto 1382 de 2000. 

Teniendo en cuenta que todos los argumentos esgrimidos por la entidad impugnante van encaminados sólo al tema del recobro, le corresponde a la Colegiatura determinar si es o no viable autorizar el mismo mediante tutela.
Es pertinente precisar que la tutela tiene como objeto primordial la protección inmediata de los derechos fundamentales vulnerados a través de un procedimiento preferente y sumario mediante el cual es posible establecer si se ha presentado una acción u omisión de una autoridad pública o de un particular en los casos previstos en la ley que causen un agravio a los derechos invocados por la accionante.

La Sala parte de la consideración de que en efecto, la acción tutelar es un derecho constitucional y como tal, puede ser reclamada por cualquier persona en todo momento y lugar ante los Jueces de la República, para la protección de sus derechos fundamentales; pero, esta facultad no es absoluta, dado que existen unos límites, de tal suerte que no degenere en abuso del derecho.

Es por ello que el Decreto 2591 de 1991 y la jurisprudencia identifican como características esenciales de la acción de tutela la de ser una residual y subsidiaria, es decir, que esta procede solo cuando no existan otros medios más eficaces para amparar el derecho fundamental o en riesgo, o que existiendo se encuentre frente a un perjuicio grave e irremediable.
El asunto que ocupa la atención de esta Colegiatura, se concentra en el cuestionamiento que se hace al fallo de primer nivel que tuteló el derecho fundamental a la salud de la señora Sorla Nia Enid, por verificar el censor de primera instancia, que la no autorización y prestación efectiva de los servicios médicos ordenados por el médico tratante vulneraba ese derecho.      
El derecho a la salud está establecido en el artículo 49 de nuestra carta magna como un servicio público esencial el cual puede ser prestado tanto por particulares como por el Estado, sin embargo, siempre será el Estado el encargado de garantizarle el acceso a este servicio a toda la población. Es por ello, que la Corte Constitucional en reiterada jurisprudencia  ha recalcado la autonomía de dicho derecho y ha indicado que su protección asegura el principio constitucional de la dignidad humana. Sin embargo, al momento de solicitar su protección vía tutela, es deber del Juez constitucional verificar el cumplimiento de ciertos requisitos ello por cuanto existe un límite razonable al ejercicio de este derecho “los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad consagrados en el artículo 49 de la Carta Política suponen un límite razonable al derecho fundamental a la salud, haciendo que su protección mediante vía de tutela proceda en principio cuando: (i) esté amenazada la dignidad humana del peticionario; (ii) el actor sea un sujeto de especial protección constitucional y/o (iii) el solicitante quede en estado de indefensión ante su falta de capacidad económica para hacer valer su derecho.” 

Y es en esta última de las hipótesis en donde se ubica la accionante dentro del presente asunto, puesto que de acuerdo a lo dicho por la demandante en declaración rendida ante el Despacho de primer nivel, tanto sus ingresos mensuales como los de su grupo familiar, resultan insuficientes para asumir por su propia cuenta la atención en salud y especialmente el costo de todos los medicamentos que ella requiere para el control de su patología y de los otros problemas de salud, especialmente mentales, que de esta se han venido derivando (Fl. 62).
En ese orden, advierte la Sala que convalidará la orden de tratamiento integral, ello por cuanto no se requiere hacer un análisis muy concienzudo para establecer que en el presente asunto eso resulta pertinente, toda vez que hasta ahora Asmetsalud no ha sido precisamente eficiente al momento de brindar atención a su afiliado, y en todo momento ha tratado de trasladar su responsabilidad a la entidad de salud departamental.
Recordemos, que ha sido la Corte Constitucional la que de manera genérica ha establecido que el acceso a la salud debe ser eficiente, oportuno y de calidad, de tal suerte que si se niega uno solo de los componentes que permiten la recuperación del paciente, se le está afectando injustificadamente. Por ello es necesario imponer forzadamente esta atención, para evitar que se presente aquella vulneración, y impedir así una amenaza en sus derechos, acorde con lo previsto en el artículo 5º del Decreto 2591 de 1991. Así lo ha expuesto el órgano de cierre constitucional:
“La jurisprudencia constitucional ha señalado que el principio de integralidad impone su prestación continua, la cual debe ser comprensiva de todos los servicios requeridos para recuperar la salud. La determinación y previsión de los servicios requeridos para la plena eficacia del derecho a la salud, como reiteradamente se ha señalado, no corresponde al usuario, sino al médico tratante adscrito a la EPS, de la siguiente manera: 

“La atención y tratamiento a que tienen derecho los pertenecientes al sistema de seguridad social en salud cuyo estado de enfermedad esté afectando su integridad personal o su vida en condiciones dignas, son integrales; es decir, deben contener todo cuidado, suministro de medicamentos, intervenciones quirúrgicas, prácticas de rehabilitación, exámenes para el diagnóstico y el seguimiento, así como todo otro componente que el médico tratante valore como necesario para el pleno restablecimiento de la salud del paciente o para mitigar las dolencias que le impiden llevar su vida en mejores condiciones; y en tal dimensión, debe ser proporcionado a sus afiliados por las entidades encargadas de prestar el servicio público de la seguridad social en salud”. 
“Así, la integralidad en la prestación del servicio de salud está encaminada a (i) garantizar la continuidad en la prestación del servicio y (ii) evitar a los accionantes la interposición de nuevas acciones de tutela por cada nuevo servicio que sea prescrito por los médicos adscritos a la entidad, con ocasión de la misma patología.

“En consecuencia, una EPS vulnera el derecho fundamental a la salud de una persona cuando presta un servicio en salud fraccionado, dejando por fuera exámenes, medicamentos y demás procedimientos que la persona requiere para recuperarse, no autoriza el transporte medicalizado necesario para acceder al tratamiento o aminorar sus padecimientos, todos los cuales hayan sido prescritos por el médico tratante. No importa si algunos de los servicios en salud son POS y otros no lo son, pues “las entidades e instituciones de salud son solidarias entre sí, sin perjuicio de las reglas que indiquen quién debe asumir el costo y del reconocimiento de los servicios adicionales en que haya incurrido una entidad que garantizó la prestación del servicio de salud, pese a no corresponderle”.
 
Adicionalmente, ya existe una enfermedad de base “trastorno de la glándula hipófisis” para la cual los especialistas tratantes han ordenado un tratamiento farmacológico que incluye una serie de compuestos necesarios para el control tanto de los desórdenes hormonales como psíquicos que le causan su enfermedad, situación que justifica la necesidad de los medicamentos ordenados, por ello y teniendo en cuenta tanto la tardanza para la autorización del mismo como las excusas expuestas por la parte accionada para su oportuna entrega, se hace más que necesaria la orden a Asmetsalud de que le brinde a la accionante un servicio integral para la atención de su patología, sin dilaciones injustificadas, a fin de evitar complicaciones y que en el futuro, ella deba recurrir nuevamente a la tutela para conseguir la atención de la EPS-S, especialmente considerando que las posibilidades de un mejoramiento total de su salud son escasas por no decir inexistentes. 

Ahora bien, en lo concerniente a que se indique en la decisión que se facultad a la EPS-S Asmetsalud a efectuar recobro ante el FOSYGA por el suministro a la paciente de aquello no POS que requiera para la atención de su trastorno de la glándula hipófisis, es en cuantía del 100%, es menester indicar que sobre el tema no se hará un mayor análisis, pues ha sido reiterada la Jurisprudencia de la Corte Constitucional
 y los pronunciamientos de esta Colegiatura
, y la impugnante lo sabe, en los cuales se le ha dejado por sentado que el tema del recobro no es una situación que deba debatirse en el campo de la acción tutelar, por tener las entidades de salud los mecanismos y procedimientos para acceder al recobro de los dineros de manera directa ante las entidades territoriales, en el caso del régimen subsidiado,  y sin necesidad de una orden judicial que así lo declaren.
Como anotación final quiere la Sala realizar una aclaración respecto a la orden de tratamiento integral ordenado para el accionante, ya que revisada la decisión adoptada por el A-quo se evidencia que al momento de concederlo no indica para cuál problema de salud de la accionante se circunscribe el mismo, de allí que sea necesario hacer claridad en este punto, por cuanto ese tipo de órdenes requiere que, si no se puede indicar a que medicamentos, insumos, tratamientos, exámenes, etc, se circunscribe, por lo menos sí se haga una indicación clara y precisa de la enfermedad o problema de salud para el cual se está otorgando. En ese orden, y teniendo en cuenta lo obrante dentro del expediente, es necesario precisar que el tratamiento integral concedido en sede constitucional es para la atención de la patología denominada “trastorno de la glándula hipófisis”.
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad que le otorga la Constitución Política,
RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la decisión adoptada el 13 de mayo de 2016 en el presente asunto, por parte del Juzgado Promiscuo del Circuito de Quinchía, por medio de la cual protegió los derechos fundamentales de la señora SORLA NIA ENID LADINO MORALES, en donde es accionada ASMETSALUD EPSS.
SEGUNDO: ACLARAR el inciso tercero numeral segundo del fallo revisado en el sentido de que la orden allí impartida es para la atención de la enfermedad denominada “TRASTORNO DE LA GLÁNDULA HIPÓFISIS”, que padece la señora Ladino Morales, ello por las razones expuestas en la parte motiva de esta decisión. 

TERCERO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
Secretaria
� Sala Novena de Revisión, Sentencia T-022 de 18 de enero de 2011, MP. Luis Ernesto Vargas Silva.


� Corte Constitucional Sentencia T-760 del 31 de Julio de 2008, M.P. Manuel José Cepeda Espinosa 


� Sentencia de tutela del 08 de Marzo de 2012. Accionante: Diego Fernando Arce, Accionados: Secretaria Departamental de Salud,  Hospital Universitario San Jorge y CAFESALUD EPS-S  
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